Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 41 minutos) 


La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión de la Cámara de Senadores agradece la 
presencia a los señores Ministros de la Corte Electoral, a quienes ha invitado nuevamente por un tema 
que tiene a consideración desde hace muchos años, y que tiene que ver con proyectos de ley que en 
distintas oportunidades se han ido presentando con el objeto de facilitar la concurrencia de las 
personas que sufren algún tipo de discapacidad motriz o física, a emitir su voto el día de las elecciones. 
Obviamente, este tema es para nosotros especialmente importante, y sabemos que la Corte Electoral 
ha hecho esfuerzos desde el punto de vista de las infraestructuras para facilitar este acceso. Queremos 
saber en qué se está al día de hoy, ya que esta Comisión ha elaborado un proyecto de ley bastante 
completo con relación a otros derechos que le asisten a las personas con discapacidad, que ahora 
están a consideración de la Cámara de Representantes. Procuramos que este asunto sea motivo de 
tratamiento específico con las autoridades de la Corte Electoral. 


Como los señores Ministros están en conocimiento del tema porque la Secretaría les ha 
hecho llegar los proyectos de ley, queremos escuchar la opinión que tienen al respecto. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SANTURIO.- Señores Senadores: para nosotros es muy importante concurrir a 
esta Comisión para hablar sobre la posibilidad de facilitar el acceso de los discapacitados al ejercicio 
del sufragio. Este tema lo tenemos a consideración desde hace unos años en la Comisión de Asuntos 
Electorales de la Corte. En virtud de que hubo algún inconveniente, pedimos a un Ministro que se 
contactara con las organizaciones pertinentes, pues como ellos tenían enfoques y pensamientos un 
poco diferentes en cuanto a si se les creaba o no un Registro Especial, las soluciones que parecían 
más técnicas no eran las que recibían el beneplácito, por lo menos de las dirigencias de ese tipo de 
organizaciones. Dado que después no continuamos considerando el tema, nos parece muy importante 
que el Senado estudie esos dos proyectos de ley. 


En este momento no quisiera enfocar directamente el tema de los discapacitados, sino tocar 
algo que no debemos perder de vista: me refiero a que en 1999 se llevó a cabo una reforma electoral 
sobre la base de un proyecto redactado por la Corte, que luego presentó el Poder Legislativo, en virtud 
de que en 1996 se había plebiscitado una nueva Constitución, por la que se introducían modificaciones 
electorales importantes. Entre ellas, la más trascendente y la que debíamos tratar de encarar, era la 
posibilidad de una segunda vuelta presidencial. Ustedes recordarán que antes los escrutinios eran 
bastante largos, y quienes alguna vez actuamos como delegados sabemos que llevaban un mes o un 
mes y medio, y alguna vez llegaron hasta febrero, casi en vísperas de hacer la proclamación de los 
Legisladores electos. 


Las reformas efectuadas a la Ley N* 17.113, así como todo el proceso de informatización que 
fue realizando la Corte Electoral, nos permitió cumplir con un objetivo muy ambicioso que nos 
habíamos fijado: tener un resultado provisional al día siguiente de la elección -aunque ello implica 
quedarse sin dormir toda la noche- y terminar el escrutinio departamental en todos los departamentos 
del país dentro de los ochos días, tal como pedimos que expresara la ley. 


Todo esto lo logramos en base a varias vías y quiero referirme a una de ellas en especial. 


Pusimos especial atención en cómo tratar de eliminar los votos observados o reducir su 
número e, inclusive, reducir el número de votos observados por identidad pasándolos a la categoría de 
observados simples, que llevan un procedimiento de verificación mucho más breve. En lo que respecta 
a este proyecto de discapacitados, nos preocupa que también tratemos de tener presente aquel 
objetivo de crear la menor cantidad posible de votos observados, para que se pueda cumplir con el 
plazo de ocho días establecido en la ley para el escrutinio nacional, en vistas de que pueda ser 
necesaria una segunda vuelta electoral. Con esto quiero dejar expresado que el árbol no nos puede 
impedir ver el bosque, es decir, que si bien el tema de los discapacitados es muy específico e 
importante, nos parece que no debemos perder de vista aquel objetivo que, junto con la 


informatización, fue el que nos permitió terminar con aquella demora en los escrutinios, pudiendo 
realizarlos en el tiempo previsto en la ley. 


El Ministro de la Corte Electoral, profesor González Rissotto, se ha especializado en este 
tema y ha recorrido buena parte de América Latina brindando su opinión al respecto, e inclusive ha 
efectuado alguna publicación. Sin perjuicio de que todos los Ministros aquí presentes hagamos uso de 
la palabra en el día de hoy, quiero advertir que la Corte Electoral no fijó una posición respecto de estos 
proyectos de ley, por lo que cada uno de nosotros hablará a título personal, por más que podamos 
llegar a compartir unos la opinión de otros. Es en este sentido que, si el señor Presidente de la 
Comisión lo permite, le cedo el uso de la palabra al profesor González Rissotto y, después, me gustaría 
hacer algunas acotaciones, sin perjuicio de la intervención de los demás Ministros. 


SEÑOR GONZÁLEZ RISSOTTO..- Me he permitido traer algunas anotaciones a los efectos de ser más 
preciso en el análisis del tema. 


Ciertamente, deseo expresar mi satisfacción por estas propuestas que procuran atender la 
necesidad de facilitar el acceso a los procesos electorales a las personas que tienen algún tipo de 
discapacidad física. En ese sentido, los dos proyectos de ley que tenemos a consideración apuntan a 
un mismo resultado, aunque por vías diferentes. Uno de ellos plantea resolver la cuestión habilitando el 
sufragio fuera del circuito, pero dentro del mismo local -con lo cual debería votar observado por 
identidad- respecto de lo cual el señor Vicepresidente señalaba algún aspecto que podría llegar a 
afectar este sistema. Por su parte, la otra alternativa apunta a que los electores sean redistribuidos al 
comienzo de cada serie electoral en las que sufragan las personas de mayor edad, emplazándose los 
circuitos en planta baja. Naturalmente, comparto el espíritu y finalidad de ambas iniciativas, por lo que 
me voy a limitar a explicitar algún comentario sobre cada una de ellas. 


Es necesario decir que los dos proyectos de ley, evidentemente, tienen en cuenta la postura 
de las diferentes organizaciones que nuclean a las personas con discapacidad, en el sentido de que se 
oponen a que se creen circuitos especiales, tal como se ha hecho en otros países; pero todos sabemos 
que esa es la mejor solución: crear circuitos especiales en los que sufraguen, exclusivamente, las 
personas con discapacidad. Se aducen razones de discriminación, pero advierto que en ambas 
iniciativas se establece la creación de un Registro Especial. Sin dudas, desde mi punto de vista, esto 
genera una discriminación. Quiere decir, entonces, que la preocupación de estas organizaciones se 
centra, exclusivamente, en el momento del sufragio. Quería hacer esta aclaración porque entiendo que 
se trata de una cuestión muy importante a tener en cuenta. Reitero que la mejor solución y la más fácil 
de instrumentar es la de crear circuitos especiales para personas con discapacidad. Existen 
muchísimos registros para ellos -de automóviles, para el acceso al trabajo, etcétera- lo cual facilitaría 
enormemente el camino. 


Insisto en que para nosotros sería muy fácil instrumentar circuitos especiales y ubicar entre 
250 y 300 personas en esas mesas de votación. Sin embargo, como conozco la oposición de estas 
organizaciones y advierto que en ambos proyectos de ley se plantean soluciones diferentes, supongo 
que el espíritu de los proponentes es el de respetarlo. 


Por otra parte, considero que la comparecencia para inscribirse en ese registro debería ser 
personal y no realizarse a través de terceros. Quiere decir que quien padece una discapacidad tendría 
que comparecer ante la oficina -ya sea en las capitales departamentales o en donde se instalen las 
mesas móviles- para concretar la manifestación de voluntad. 


En lo que tiene que ver con el contenido en sí de estas iniciativas, debo destacar que ambas 
plantean la creación de un Registro Especial de Personas con Discapacidades Físicas o de un Registro 
de Ciudadanos Discapacitados Motrices. Considero que debería establecerse el alcance de ese 
registro, esto es, si se trata meramente de una relación de personas o si apuntamos, realmente, a 
separar las hojas del Registro Nacional Electoral y llevarlas a ese Registro Especial, conservando su 
serie y número. A mi juicio, este es un aspecto que debería ser tenido en cuenta por la Comisión. 


Parece claro también que ese Registro debería ser temporal y no definitivo, porque podemos 
encontrar muchos casos de personas con discapacidades motrices transitorias que, transcurrido un 
período electoral, nuevamente están habilitadas para incorporarse al registro común. Puede tratarse, 
por ejemplo, de una fractura de cadera u otra lesión con buena evolución que, una vez curada, reitero, 
le permite al ciudadano reintegrarse al registro común. Este punto debería quedar claro en el texto. 


En cuanto al proyecto de ley de la señora Senadora Percovich, también sería importante 
ampliar lo que se establece, de modo que las personas puedan inscribirse no sólo en las capitales 
departamentales, sino también en otras ciudades y en las mesas volantes. De esta manera le daríamos 
más oportunidad a aquellas que están residiendo, incluso temporalmente, en el medio rural o en otras 
ciudades no capitales, pero que aún tienen vigente su inscripción en la capital departamental. En 
Canelones, por ejemplo, existen tres oficinas inscriptoras delegadas, pero habría que ampliar las 
oportunidades habilitando al ciudadano a incorporarse a este registro temporal en el momento en que 
concurra una oficina móvil. De lo contrario, necesaria e inexorablemente estaríamos obligando a esas 
personas a trasladarse a la capital, o en la hipótesis en que se admitiera el sufragio fuera de la Mesa 
que le corresponde -pese a las observaciones que señalaba el Vicepresidente- debería tomarse como 
voto observado por identidad, ya que la Comisión Receptora de Votos no contaría con la hoja electoral 
del votante. Ahora bien, esto, obviamente, incrementaría el número de votantes observados y tornaría 
más dificultoso el cumplimiento del plazo legal de ocho días en caso de que se requiera proclamar a 
los dos candidatos que pasarían a una segunda vuelta electoral. 


Por otra parte, creo que en el mismo proyecto de ley debería preverse la situación de quien 
se inscribe por primera vez y del que, ya inscripto, hace uso de la opción, porque podrían ser 
situaciones distintas. Parecería lógico que las personas se inscriban dentro de la serie que les 
corresponde por la ubicación geográfica del lugar donde viven y que después, eventualmente, esa hoja 
sea trasladada, si es que estamos pensando en un Registro Especial que recoja la participación del 
ciudadano. Si simplemente se lo va a habilitar y permitir que sufrague observado, no será necesario 
efectuar el traslado, porque la solución en ese caso será otra. Cuando se elabore el plan circuital se 
deberá establecer que si los habilitados de la serie y número tales que sufragan en determinado local 
tienen dificultades motrices, podrán votar en un circuito de planta baja. Luego haré algún comentario a 
este respecto. 


El artículo 2% propuesto por el señor Senador Penadés señala cuáles serían las limitaciones 
físicas y motrices que podrían estar afectando a las personas; algunas son físicas propias del individuo 
y otras responden a barreras arquitectónicas. En el caso del proyecto de ley de la señora Senadora 
Percovich, en una parte del artículo se establece: “El local donde haya de funcionar la Comisión será 
determinado por la Junta Electoral teniendo en cuenta, en lo que sea posible, su equidistancia con 
respecto a los domicilios de los ciudadanos correspondientes al circuito. La ubicación de dicho local 
será la misma en todas las elecciones salvo que por fuerza mayor, o conveniencia indiscutible, 
reconocida por dos tercios de votos de las Juntas”, etcétera. Aquí debemos señalar que en la ley de 
elecciones debimos modificar la vieja organización de las Juntas, pasándola de nueve miembros -en la 
que dos tercios son seis- a cinco, por lo que dos tercios es una cifra quebrada. La solución que 
planteamos, entonces, es que se reconozca por tres quintos, lo que está en la ley. 


Luego, el mismo artículo 2* establece: “En los locales en que la Junta ubique Comisiones 
Receptoras de Votos en plantas altas o subsuelos, deberá necesariamente ubicar por lo menos una 
Comisión en planta baja, con un máximo de cinco escalones para su ingreso desde el exterior”. Aunque 
el proyecto de la señora Senadora establezca que “deberá necesariamente ubicar por lo menos una 
Comisión en planta baja”, no siempre es posible. Por ejemplo, voy a citar el caso del Liceo N* 34, en el 
cual, en realidad, la planta baja está en el primer piso. En ese local hay tres tramos de escaleras muy 
grandes que llevan a la planta alta y que las personas no tienen más remedio que subir para poder 
sufragar. En este caso, la ley no serviría para facilitar el acceso a las personas con discapacidad 
porque no podrían llegar a la planta alta y, por lo tanto, se tendría que usar otro procedimiento. Lo 
mismo ocurre en el Liceo N* 27, ubicado en Ciudad Vieja -no sé si los señores Senadores lo ubican- en 
donde todo se desarrolla en planta alta y para acceder a ella hay que subir una escalera relativamente 
angosta -muy alta y con una inclinación pronunciada- que obliga a las personas a desplazarse hasta lo 
que vendría a ser el primer nivel que, en realidad, corresponde al primer piso. También ocurre algo 
parecido en la Facultad de Derecho y en el Liceo Zorrilla, donde hay mucho más de cinco escalones 


para poder acceder; primero hay una escalera bastante pronunciada y luego, pasando la puerta de 
entrada, hay otros escalones antes de llegar a la planta baja. 


Solamente estoy poniendo algunos ejemplos a los efectos de que los señores Senadores 
puedan comprender la dificultad que existe porque, aunque se quieran habilitar locales en planta baja, 
en realidad, con este planteo no podemos llegar a ese tipo de solución. A mi juicio, no se estaría 
resolviendo el problema porque hay barreras que no se sortean de ninguna manera. 


En fin, lo que se plantea, fundamentalmente, es la dificultad de tomar el voto observado y, 
lamentablemente, esta no es la solución al problema. 


Por el artículo 3” se agrega al artículo 44 la Ley N* 7.812 lo siguiente: “12) Una nómina de 
electores inscriptos en el Registro de Discapacitados Motrices habilitados para votar en las Comisiones 
Receptoras de Votos, ubicadas en el local en que se haya ubicado la Comisión Receptora”. Creo que 
esta norma podría generar dificultades, ya que en muchas ocasiones se tiene que sustituir un local de 
votación o cambiar un circuito y, al hacerlo, puede estarse afectando a esos electores. Puede pasar, 
por ejemplo, que entre una elección y otra, o a último momento -ya lo hemos visto- algunos colegios 
decidan emprender reformas edilicias aprovechando que han terminado los cursos de octubre; por ello, 
en noviembre comienzan las obras y, como consecuencia de ello, cierran salones ubicados en planta 
baja. De esta manera, las personas habilitadas para votar en ese local tampoco tienen una solución 
que les facilite el sufragio, porque los circuitos van a ser alterados o cambiados. Esto lo hemos visto 
acto electoral tras acto electoral. Reitero que muchos colegios y liceos -particularmente privados- 
aprovechan ese período, después que concluyen las actividades del segundo ciclo, por ejemplo, para 
realizar alguna reforma, eliminando así la posibilidad de utilizar los locales en planta baja. 


En el artículo 3% del proyecto propuesto por el señor Senador Penadés se establece la 
posibilidad -que es algo sobre lo cual ya habíamos conversado- de que las personas con algunas de 
las discapacidades definidas puedan incorporarse al Registro Especial en las Oficinas Inscriptoras 
Móviles. 


En el artículo 4% se plantea que el sufragio se debe emitir ante las Comisiones Receptoras 
del departamento, se establece quiénes están exceptuados y se agrega “los ciudadanos inscriptos en 
el Registro de Ciudadanos Discapacitados Motrices si el circuito en el cual debe sufragar se encuentra 
en el mismo local pero ubicado en subsuelo o plantas altas (exhibiendo su credencial cívica). En todos 
los casos se admitirán sus votos con observación por no pertenecer al circuito”. En este caso creo que 
tendría que hablarse de voto observado, y también se podrían llegar a generar muchas controversias, y 
voy a explicar por qué. Por ejemplo, una persona que no esté inscripta en el Registro, puede creer que 
el hecho de ser discapacitada alcanza para poder sufragar. Esto tiene que quedar muy claro, porque de 
lo contrario se van a generar contiendas, debates, discusiones, enfrentamientos entre el elector y quien 
lo acompaña. No tenemos la menor duda de que puede tratarse de una persona con una discapacidad, 
pero si no hizo el trámite o no lo llegó a completar, no está habilitada. Seguramente, la Comisión 
Receptora no va a saber cómo actuar y es probable que para evitar discusiones reciba el sufragio, lo 
cual no es conveniente para el normal desarrollo de su trabajo; sus miembros tendrán una nómina - 
como está planteado- y si se presenta una persona que no figura, deberían negarle el derecho al 
sufragio. En realidad, aunque una persona diga que es discapacitada y exhiba su discapacidad, la 
Comisión le tiene que negar la posibilidad de sufragar porque no la tiene en su planilla; lo que 
corresponde es que sea llevada a la planta alta o al lugar donde tiene que votar. Sin embargo, eso 
genera molestias, discusiones y enfrentamientos. Por lo tanto, este es un aspecto que, desde mi punto 
de vista, también debería tenerse en cuenta. 


Con respecto al artículo 5%, que establece que la Corte Electoral reglamentará esta ley, creo 
que el procedimiento debe realizarse en un plazo muy breve, porque estamos muy avanzados en la 
etapa preelectoral, puesto que el período de inscripción comenzó en julio de 2005 y va a vencer el 15 
de abril de 2009. Insisto en que, en caso de que este proyecto de ley se apruebe, debería establecerse 
un plazo breve para que las personas puedan inscribirse, porque quizás muchas de ellas no tengan 
tiempo suficiente para concurrir a las oficinas a realizar el trámite. 


El proyecto de ley del señor Senador Penadés coincide con el de la señora Senadora 
Percovich en que tiene que hacerse un Registro Especial, y también define quiénes son las personas 
con discapacidades físicas. Agrega que la persona tiene la facultad de inscribirse en cualquier lugar 
donde haya una Comisión Inscriptora Móvil y opta por un camino diferente en el artículo 5% donde 
establece un plazo de 75 días para incorporarse al Registro Especial, plazo que desde mi punto de 
vista es breve. Creo que debería extenderse más porque, honestamente, no estaríamos en 
condiciones de atender a las personas en ese período. Pienso que debería extenderse hasta los 90 
días, que con el actual cronograma deberían ir hasta el último domingo del mes de julio. 


Luego plantea cómo debería ser el procedimiento de inscripción. En el caso de este proyecto 
se establece una solución diferente a la que nosotros consideramos que es la mejor. Pero, tanto uno 
como el otro, contemplan la aspiración de las personas con discapacidad. Acá se crearía un Registro 
Especial y se limitaría hasta los primeros cuarenta discapacitados, que irían a la cabeza de esa serie. 
Esto tendría la ventaja de que se registrarían con las personas mayores de edad. Las Juntas 
Electorales siempre tienen la preocupación y hacen esfuerzos denodados para que las cabezas de 
serie -como llamamos nosotros- puedan estar ubicadas en lugares donde se presentan las menores 
barreras arquitectónicas posibles. Se hace el mayor esfuerzo, repito, para ubicar a la cabeza de serie 
en lugares donde hay menores dificultades para votar. Entonces, se buscaría una integración dentro de 
esos circuitos. 


Tanto este proyecto de ley como el de la señora Senadora Percovich apuntan a un registro 
temporal. Por las mismas razones, seguramente apuntan a lo mismo: a que debe ser personal. Si es 
así, en este caso la persona puede concurrir en cualquier momento a solicitar su declaración. En 
función de esto, toda persona que haya sufrido un accidente o haya sido sometida a una operación de 
importancia, puede ir a inscribirse en un período determinado. Así, por ejemplo, si la persona se 
sometió a una operación severa en el mes de mayo o junio, puede pedir que para la elección nacional 
se le tenga en cuenta en el registro de personas con discapacidad. Si para el mes de diciembre o 
enero ya está recuperada, puede solicitar ser desafectada de dicho registro y volver al común, sin 
necesidad alguna de fundamentación de su parte. 


En este artículo 11, además, se dice que “Las personas inscriptas en el Registro Especial 
estarán habilitadas para sufragar en los primeros circuitos correspondientes a la serie de su inscripción 
cívica vigente”. A mi juicio es mejor crear circuitos especiales, pero la señora Senadora Percovich 
conoce perfectamente bien las dificultades que se han encontrado siempre en este tema. 


En el artículo 12 se plantea que es necesario introducir una modificación al artículo 23 de la 
Ley de Elecciones, con el fin de habilitar la posibilidad de integrar las cabezas de serie, ya sea en los 
circuitos urbanos como en los rurales, para que las personas que viven en ese medio también puedan 
sufragar. En lo que tiene que ver con los circuitos rurales, quiero decir que en algún país de América 
hemos encontrado grandes dificultades para sufragar porque, si bien los circuitos son colocados en la 
planta baja de una escuela, el acceso a ellos igualmente puede tornarse difícil, pues a veces las 
personas se deben desplazar doscientos metros para llegar al lugar y, además, tienen que atravesar 
una zona de precolina. Entonces, pensamos que si la integración se hace tal como está previsto, se 
facilitarían mucho las cosas. 


Por el artículo 13 se propone hacer una adecuación que deberá hacerse extensiva al 
proyecto de ley presentado por la señora Senadora Percovich, porque si se crea un Registro Especial, 
el mismo deberá ser comunicado a los partidos políticos para que ellos estén en conocimiento y, así, 
eventualmente puedan reclamar la incorporación o ausencia de alguna persona. 


El artículo 14 se refiere a la obligación de seleccionar los locales en planta baja y sin barreras 
de tipo arquitectónico de ninguna clase. Aunque parezca un hecho singular, quiero decir que, por 
ejemplo, la planta baja del Liceo de Suárez implica subir ocho, diez o doce escalones. Entonces, ahí 
habría que buscar algún otro local que no tenga este inconveniente. 


Por el artículo 15 se establece que los integrantes de las Comisiones Receptoras de Votos 
en las que sufraguen personas con discapacidad, deberían ser instruidos especialmente. Aquí no basta 
la instrucción común y corriente que se brinda a los funcionarios públicos y a los escribanos sobre 


cómo hacer para recibir el sufragio de la persona con discapacidad, sino que se requeriría una 
instrucción especial para facilitarles, en la medida de sus posibilidades, todas las comodidades. En 
este sentido, en estos locales se deberá tener en cuenta la existencia de baños en condiciones 
adecuadas para que las personas con discapacidad y en sillas de ruedas puedan ingresar a ellos. 
Además, el cuarto secreto también tendrá que tener una comodidad tal que permita el acceso de la 
persona con su silla de ruedas, porque de nada sirve que se le solucione la llegada al local y hasta la 
Mesa, pero después se encuentre con una puerta muy pequeña que le impida a esa persona ingresar 
sin tener apoyo. Todos estos son elementos que deben ser tenidos en cuenta porque el tema es muy 
complicado. 


Quiero aclarar que este tipo de capacitación es tanto para la persona con discapacidad visual 
-para la cual, desde el año 1925 existe en nuestra normativa una solución, que es la de poder concurrir 
acompañados por otra persona- como con otro tipo de discapacidad como lo es, por ejemplo, el uso de 
una silla de ruedas. Sabiendo en qué circuito y qué personas en esas condiciones van a votar -esto 
aquí no se establece expresamente- se podría solicitar la colaboración de instituciones como la Cruz 
Roja, el Club de Leones, etcétera, de modo que para los circuitos cabeza de serie se prestaran 
-únicamente para la jornada electoral- sillas de ruedas. En ese caso, al igual que ocurre en otros 
países, la persona que carezca de ese elemento podría contar con él, ya que previamente a su 
concurrencia se harían los arreglos necesarios. Naturalmente, esa silla de ruedas sólo se utilizaría para 
el desplazamiento del votante con discapacidad y luego de finalizado el procedimiento de la votación 
sería entregada, debiendo la persona desplazarse por sus propios medios al estar fuera del local. 


Finalmente, el plazo que se propone en el proyecto de ley del señor Senador Penadés, a mi 
juicio, es demasiado largo, ya que dos meses sería suficiente para llevar a cabo la reglamentación, 
habida cuenta de lo avanzado del período. No hay que olvidar, repito, que sólo falta un año y cinco 
meses, porque el período de inscripción finaliza el 15 de abril. 


Estos son los comentarios que me merece el análisis comparativo de los proyectos 
presentados. 


Quiero dejar claro que estoy a disposición de los señores Senadores para cualquier 
información que deseen solicitar sobre este tema. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SANTURIO.- Quisiera dar a los señores Senadores alguna explicación con 
respecto a por qué la Corte Electoral no ha fijado posición sobre este tema. La semana pasada 
debimos posponer nuestra concurrencia a esta Comisión, ya que estábamos analizando los proyectos 
de ley referidos a la fundación de los partidos políticos, y sobre ese punto queremos dar a conocer una 
posición conjunta de los miembros de la Corte Electoral. No hay que olvidar que integramos un cuerpo 
colegiado que tiene nueve miembros y, lógicamente, nos lleva determinado tiempo y una serie de 
reuniones poder aunar nuestras voluntades. En virtud de que este asunto no podía dilatarse más, nos 
hemos hecho presentes aquí sin haber alcanzado una posición unánime de los miembros de la Corte 
Electoral. 


Quiero, asimismo, expresar ciertas diferencias con respecto a las manifestaciones del señor 
Ministro González Rissotto. Confieso que sobre algunas de ellas no he hablado con los demás 
miembros de la Corte Electoral. Inclusive, en este momento el señor Presidente del Cuerpo no se 
encuentra presente y en la mañana de hoy, cuando analizaba los proyectos de ley de la señora 
Presidenta de la Comisión y del señor Senador Penadés, me surgieron algunas dudas sobre las cuales 
no pude realizar las consultas necesarias. 


En lo personal, parto de la base, en primer lugar, de que en uno de los proyectos se dice 
claramente que la inscripción en el Registro Especial es facultativa, optativa. En segundo término, doy 
por entendido que si la persona puede votar en su circuito de pertenencia -creo que esto se establece 
en los proyectos de ley- es preferible que así lo haga, porque en tal caso puede emitir su voto como 
cualquier otro ciudadano, sin necesidad de observaciones, con lo cual evitamos realizar el 
procedimiento del voto observado. Creí advertir ese elemento en los proyectos, aunque no estoy 
absolutamente seguro de ello. De todos modos, si estas dos afirmaciones que he realizado son ciertas, 
sin duda de ellas derivará una serie de consecuencias. 


No conozco el número de personas con discapacidad que hay en el país, ni cuántas de ellas 
harán uso del derecho que estamos considerando. Asimismo, no tengo conocimiento del número de 
personas con discapacidad de carácter permanente ni cuántas sólo padecen una discapacidad 
transitoria, pero realmente me preocupa que el número de ciudadanos en esa situación sea muy 
elevado. Hay que tener presente que si en cada período de inscripción debemos inscribir a 200.000 ó 
250.000 personas -para el próximo se piensa que habrá alrededor de 280.000 nuevas inscripciones en 
el Registro Cívico- y en virtud de ese registro de carácter temporal, podremos estar duplicando el 
número de inscripciones, más allá del tema relativo a los traslados departamentales, 
interdepartamentales y a las renovaciones. Digo que estaríamos duplicando el número de inscripciones 
porque este registro se agotaría en cada período electoral, por lo que en el siguiente el discapacitado 
tendría que volver a solicitar su inscripción. En mi opinión, insisto, el registro debería ser de carácter 
permanente, sin perjuicio de que la persona esté facultada para pedir la baja en cualquier momento. 


Por otra parte, no digo -y esta sí es una de las consecuencias de las primeras premisas- que 
el hecho de que la persona pueda votar en su propio circuito de pertenencia, nos cree dificultades, 
porque creo que son salvables, pero tenemos que pensar en su instrumentación. Así, supongamos que 
se adopta la idea de que la persona puede votar en los primeros circuitos de la serie que están en 
planta baja en el mismo local, pero también puede votar en su circuito de pertenencia. El problema es 
que la ubicación de los circuitos -y creo que lo dijo el Ministro doctor González Rissotto- a veces sufre 
modificaciones a último momento y se van haciendo planes circuitales complementarios porque, por 
ejemplo, de pronto no se nos comunica que se va a comenzar una obra en determinado local y por lo 
tanto hay que cambiar el circuito. Para el caso de que la persona vote en su circuito de pertenencia, no 
podemos crear una causal de observación. 


Este es un tema que no hablé nunca con los compañeros de la Corte, pero creo que 
deberíamos mantener un duplicado de la hoja electoral -porque la persona se va a inscribir en el 
Registro Cívico- en el circuito de pertenencia y otro en el Registro Especial, que tuvieran una 
determinada identificación; por ejemplo, la hoja del circuito de pertenencia podría decir que la persona 
también está inscripta en el Registro Especial. De esta manera nos evitaríamos que si la persona va al 
circuito de pertenencia, por no figurar allí en la hoja electoral, tenga que votar observado simple 
aunque lleve la credencial, de acuerdo con lo que establece el artículo 81 de la Ley N* 7.812. La idea, 
insisto, es que haya un duplicado o dos hojas electorales con leyendas especiales para distinguirlas 
claramente. Por supuesto, si en determinado momento la persona ya no es discapacitada, porque su 
discapacidad era transitoria, será dada de baja de ese Registro Especial. 


También tengo diferencias en cuanto a si la persona debe votar observado por identidad u 
observado por no pertenecer al circuito. Creo que si la persona exhibe la credencial cívica y si en la 
Mesa hay un padrón de las personas que están inscriptas en ese Registro Especial, el voto sería 
observado por no pertenecer al circuito, es decir, sería un observado simple, que lleva, como dije, 
menos controles y tiempos en la verificación. Esto es importante a los efectos de poder hacer el 
escrutinio en los ocho días que marca la ley. Naturalmente, si la persona tiene libremente la facultad de 
votar en los primeros circuitos de la serie, podría estar votando en más de uno, pero en el proyecto se 
prevé que la Corte realice un procedimiento informático para evitar esto. Concretamente, cada circuito 
entregaría una planilla de votos observados fuera de la urna -además, dentro de la urna va otra- y 
luego se procesarían esas planillas, contrastando los votos del circuito donde la persona votó con los 
del circuito de pertenencia, para comprobar si no votó también allí. Por lo tanto, si una persona recorre 
todos los circuitos de planta baja de un local, del contraste va a surgir que votó más de una vez. 


En cuanto al plazo para inscribirse en este registro, creí entender que en el proyecto de la 
señora Senadora Percovich, como a cualquier ciudadano, se le cierra la posibilidad de tener una nueva 
inscripción en cada período electoral. Por su parte, el señor Senador Penadés propone que sean 75 
días, plazo que -tal como decía el señor Ministro- nos parece muy breve. En este sentido, me planteo 
la duda de si el plazo no debería coincidir con el cierre del período de inscripciones ya que, de lo 
contrario, estaríamos privando a las personas -si es que no pueden movilizarse- de votar en las 
elecciones internas; si bien el voto no es obligatorio, debemos darles la oportunidad. En consecuencia, 
considero que deberíamos anticipar el cierre en ese período, y los que no se inscribieron antes o se 
discapacitaron después, estarían en la misma situación que la que tienen hoy en día. Va a ser 
imposible solucionar el cien por ciento de las situaciones; es muy difícil llegar a ese óptimo en 
cualquiera de los casos. 


El proyecto del señor Senador establece que la persona tiene la posibilidad de gestionar que 
se le excluya de ese registro. Creo que esto es más compatible con un registro de carácter 
permanente, que con uno temporal para cada período electoral. Terminados los actos del período 
electoral -salvo que la persona sufriera la pérdida de la capacidad entre la elección nacional y la 
departamental y allí pidiera baja, lo que también podría causarnos una serie de trastornos- en realidad 
el registro estaría perdiendo vigencia porque, según cualquiera de los dos proyectos, deberían volver a 
inscribirse en ese Registro Especial. 


En el proyecto presentado por la señora Senadora Percovich se habla de ciudadanos; no 
obstante, en el artículo 1% de la Ley de Elecciones, sustituimos la palabra “ciudadanos” por “personas” 
inscriptas en el Registro Cívico Nacional porque, de esta manera, incluimos a los extranjeros 
residentes no ciudadanos, de acuerdo con lo que establece el artículo 78 de la Constitución de la 
República. 


Por otro lado, como decía hoy el señor Ministro, parece importante que si bien la Corte 
Electoral en cada capital departamental cuenta con una Oficina Electoral -asimismo, existen algunas 
otras oficinas en el departamento de Canelones, en Las Piedras, Pando y Ciudad de la Costa- también 
se puedan inscribir en las Oficinas Inscriptoras Móviles. Por lo tanto, tengamos cuidado cuando 
hablamos de “ciudades”, ya que debemos explicitar que es de las ciudades delegadas porque, por 
ejemplo, no existen en Paso de los Toros, Bella Unión, Carmelo, etcétera. Reitero, hay situaciones 
donde solamente funcionan oficinas electorales en la capital departamental y no en otras ciudades 
relativamente importantes del departamento, por lo que habría que aprovechar a inscribirse cuando 
van las Oficinas Inscriptoras Móviles. 


En cuanto a la reglamentación, no sé exactamente si esto está pensado para las próximas 
elecciones, para el comienzo del período de las elecciones internas o para más adelante. Por esa 
razón, el plazo para la reglamentación puede ser muy largo si pensamos aplicarlo en las elecciones 
internas de 2009, o muy corto, porque uno tiene que imaginar una cantidad de situaciones. Quizá no 
debería utilizar la expresión “muy corto”, pero 120 días puede ser un plazo relativamente razonable si 
lo pensamos para un período más largo, con relación a la entrada en vigencia de este régimen. 


En principio, era cuanto quería manifestar; en caso de haber omitido algo, cuando intervengan 
los otros Ministros, podré volver sobre algún aspecto. 


SEÑOR PENCO.- Desearía realizar cuatro comentarios muy breves. 


En primer lugar, no estamos de acuerdo -no figura en ninguno de los dos proyectos que se 
han considerado- con la creación de circuitos especiales, puesto que todo el sistema electoral 
uruguayo se basa en el llamado voto residencial o domiciliario, que ha sido una gran conquista a la 
que, lamentablemente, no han podido acceder otros países que lo están tratando de lograr. Entonces, 
crear circuitos especiales sería contradictorio con la base del sistema porque, por un lado, trataríamos 
de ayudar a los discapacitados para que accedan con más facilidad y, por otro, seguramente los 
estaríamos alejando de su domicilio. La cercanía con el domicilio es una forma de que accedan con 
más facilidad al lugar de votación. 


En segundo término, creo que tiene serios inconvenientes la incorporación de los 
discapacitados en las Mesas llamadas “cabezas de serie” ya que, por serlo, a ellas concurren personas 
mayores de edad, lo que hace que en ellas se funcione con mayor lentitud y complejidad. Si a ello le 
sumamos un número determinado de discapacitados, la complejidad y la lentitud del funcionamiento de 
esas Mesas será aún mayor. A ello tenemos que agregarle el hecho de que los miembros de esas 
Mesas son, en la medida de lo posible, personas que corresponden a esa serie, es decir, personas 
mayores de edad que, por sus propias condiciones, no desarrollan su actividad con la fluidez con que 
lo harían personas de otras edades. 


En tercer lugar, creo que el registro habilitaría -como proponía el Ministro Rodríguez 
Santurio- eventualmente, una copia de las hojas electorales, que iría en un cuadernillo especial en las 
Mesas donde votarían los discapacitados; incluso, el propio traslado de las hojas electorales sería una 


operación a considerar, que no sería imposible de concretar. Por lo demás, si se considera que el voto 
debe ser observado, lo será por no pertenecer al circuito, pero no observado por identidad. Al 
respecto, ya existen antecedentes en las áreas rurales: aquellas personas que tienen credenciales que 
corresponden a zonas rurales, pueden votar fuera del circuito de pertenencia, y este antecedente se 
podría tener en cuenta en esta instancia. 


Por último, creo que el tema fundamental es el de la cuantificación. Desde el punto de vista 
de los problemas que puede generar la instrumentación de una u otra solución, el tema de la 
cuantificación es central. 


SEÑOR SALVO.- En primer término, quiero decir que acompañamos o vamos a adherir a cualquier 
solución que tienda a facilitar el sufragio a los discapacitados motrices. El mayor inconveniente que se 
le ha atribuido al proyecto de ley consiste en la proliferación de votos observados. Nosotros estimamos 
que eso no es tan así, ya que la Comisión Receptora de Votos, ubicada en la planta baja del local, 
podría contar con las hojas electorales de los demás circuitos, donde previamente se ha recogido la 
solicitud de incapacidad por parte del interesado y de su inclusión en el padrón circuital. 


Creo que uno de los mayores inconvenientes que tiene el proyecto presentado por el señor 
Senador Penadés consiste en que puede haber un cierto desarraigo del lugar donde habitualmente 
vota esa persona, trasladándola al local donde van a funcionar las Comisiones Receptoras de Votos 
que reciben los sufragios de las primeras series. Al mismo tiempo, esa circunstancia puede provocar 
cierto hacinamiento -tal como mencionaba recién el Ministro Penco- pues, además de que, justamente, 
las primeras series corresponden generalmente a las personas mayores de edad, le sumaríamos los 
40 discapacitados motrices. Eso puede dar lugar a una suerte de “cuello de botella” que crearía 
inconvenientes al funcionamiento ágil y dinámico de la recepción de los votos. 


Cabe recordar que en su momento existió un proyecto de ley presentado por el señor 
Representante Bergstein, que aparejó de nuestra parte una apostilla que, creo, puede trasladarse a 
esta situación que estamos estudiando; me refiero a la prueba de la discapacidad. En aquel entonces, 
decíamos que si hay algo fácil en este país, es obtener una factura para descontar IVA y un certificado 
médico que acredite desaprensivamente determinada situación. Eso lo estamos viviendo hoy a nivel de 
la Corte, pues está transcurriendo el plazo para que estudiantes, egresados y profesionales certifiquen 
la imposibilidad de concurrir al acto eleccionario que se llevó a cabo y, realmente, hemos visto ciertos 
certificados que nos han llamado la atención por la ligereza con que fueron expedidos. Por 
consiguiente, creo que tendríamos que pensar en alguna certificación de la Administración Pública, 
como por ejemplo, del Ministerio, del Banco de Previsión Social u otra, pero que guarde relación con 
cierta especialidad y seriedad de quien expide ese certificado. 


En alguna ocasión hemos conversado con el Ministro Renán Rodríguez Santurio a propósito 
de este proyecto del Representante Bergstein, haciendo hincapié en la existencia legal de lo que él dio 
en llamar la unicidad del padrón electoral. El artículo 1? de la Ley N* 7.812, en la redacción que le diera 
la Ley N* 17.113, dice: “Son electores todas las personas inscriptas en el Registro Cívico Nacional que 
por resolución ejecutoriada de la Corte Electoral estén comprendidos en el momento de la elección en 
la Sección 'habilitados para votar”, organizada por el artículo 64 de la Ley de 9 de enero de 1924. 


Constituyen la Sección “habilitados para votar' a que refiere el inciso anterior las hojas 
electorales correspondientes a las inscripciones en el Registro Cívico Nacional que no hubieren sido 
impugnadas”, etcétera. 


Entonces, entiendo que el proyecto de ley presentado por el señor Senador Penadés, a 
través de la redacción que él supo darle, da a esta cuestión una solución inteligente, que concilia este 
primer obstáculo. Así como existe un registro de inhabilitados, un registro de expedientes, otro de 
cancelaciones, etcétera, bien puede haber un registro de discapacitados especiales, de modo tal que al 
momento de la elección, las hojas electorales puedan trasladarse a ese cuaderno electoral que estará 
en posesión de la Comisión Receptora de Votos -para poder recibir los sufragios- e incluirse en el 
padrón circuital administrado o manejado también por dicha Comisión. 


Es cuanto queríamos señalar, al menos por el momento; en todo caso, tal vez agreguemos 
algún otro concepto en el decurso de este análisis que se está haciendo del tema. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SANTURIO..- Por mi parte, insisto nuevamente en lo siguiente. 


Si la persona va a votar a su circuito de pertenencia y no está la hoja electoral, votará 
observado. Pero debemos evitar ese voto observado, ya que lo ideal es que la persona vaya a votar a 
su circuito de pertenencia. 


Con respecto a la objeción que se hacía en cuanto a permitir habilitar a los discapacitados a 
votar en los primeros circuitos de la serie, donde vota la gente mayor, creo que la dificultad es más 
aparente que real. Lamentablemente, no me conozco de memoria la Ley de Elecciones, por lo que no 
ubico dónde es exactamente que se habla de los circuitos urbanos y se dice “hasta” cuatrocientos 
electores, mientras que, tratándose de los circuitos rurales, se habla de “hasta” trescientos, pero esto 
significa que los circuitos se pueden armar con un número inferior a cuatrocientos. En este momento 
me recuerdan mis colegas que se trata del artículo 23, seguramente en la redacción dada por la Ley N* 
17.113; pero insisto en que allí se dice “hasta”, y tal vez sería conveniente hacer una modificación a los 
efectos de que la Corte no marcara diferencias. Cuando este organismo reglamenta, por lo general lo 
hace sobre el número de cuatrocientos en los circuitos urbanos y de trescientos en los circuitos rurales. 
Entonces, se podría decir que en el caso de los circuitos de comienzos de serie, la Corte podrá reducir 
el número máximo que permite la ley, lo que quedará librado al propio organismo. En realidad, tal vez 
esto no sea necesario, pues quizás la Corte pueda hacer de cuenta que esos circuitos son como los 
rurales; así, en vez de fijar cuatrocientos inscriptos, podría incluir trescientos y agregar después a los 
discapacitados, ya se trate de cuarenta, cincuenta o los que fueren. La idea es que el circuito no llegue 
a ser pesado, en aras de su funcionamiento. 


Entonces, si bien la Corte tiene posibilidad de hacer lo que estamos diciendo sin necesidad 
de autorización, no vendría mal que existiera previsión legal en este sentido. 


SEÑOR GONZÁLEZ RISSOTTO.- Con relación a la preocupación planteada referida a los proyectos, 
quisiera decir lo siguiente. 


Es cierto que la proliferación de sufragios en carácter de observado puede retrasar la tarea, 
aun cuando en este aspecto puedan existir discrepancias; pero hay otro aspecto que, a mi modo de 
ver, es más importante. 


En el proyecto de ley que se apruebe se deberá asegurar fehacientemente a la persona la 
posibilidad de votar. Ya mencioné con anterioridad el ejemplo del Liceo 34 y otros, pues en este caso 
sucede que con votar observado no se soluciona el problema, porque los que estén habilitados para 
votar en ese local no podrán hacerlo; esto tiene que ver con las condiciones edilicias, así que está más 
allá de lo que establezca la ley. En la medida en que no se pueda concentrar un grupo de personas con 
discapacidades en uno o varios locales, el problema subsistirá. Pensemos en un número no muyy alto, 
de cuatro u ocho personas por circuito; lo cierto es que las vamos a tener dispersas a lo largo de todos 
los circuitos de todas las series electorales. 


Entonces, en la medida en que se habilite a votar fuera del circuito, el problema no se 
soluciona con este proyecto, porque la persona se va a encontrar con que para llegar a la planta baja 
va a tener que subir un piso por escalera. Quiero hacer esta precisión, porque coincido con muchas de 
las cosas que señalaba el doctor Salvo, pero en este tema no se trata solamente de la proliferación, 
sino de que debemos asegurar que esa persona concurra. En el Brasil tienen otra solución: que no 
vote y ya está, y luego se justifica. Aquí es diferente. Alguna vez hablamos de esto con el doctor Salvo. 
No se trata de justificar, sino de facultar para adoptar el conjunto de medidas que permitan que esa 
persona pueda sufragar en las mejores condiciones. 


Por lo tanto, lo que advierto es que, aunque se establezca en la ley, votar observado dentro 
del local, en planta baja, en muchos casos no va a ser posible. Hay que tener en cuenta que las 
barreras arquitectónicas existen y no van a poder ser superadas en la medida en que no podamos 


seleccionar previamente, sabiendo que tenemos concentradas en determinadas series a las personas 
que tienen discapacidad, en cuyo caso sí podemos atender y solucionar el problema. 


No estoy hablando de desarraigar al votante de la zona, trasladándolo, tal como hoy se 
señalaba. Si se lo coloca a la cabeza de la serie, está dentro de ella. Quizás la mejor solución sea la de 
los circuitos especiales. El Ministro Penco fundamentó por qué no. Sin embargo, el hecho de que se los 
coloque como cabeza de serie, no implica que se los desarraigue de la zona donde viven; quizás se los 
traslade algunos cientos de metros, porque van a estar votando dentro de determinada serie electoral. 
Si en Montevideo pensamos en unas cien series, el desplazamiento que se va a hacer será 
relativamente pequeño. De cualquier manera, estarán votando en una circunscripción muy acotada y 
limitada, de modo que eso no podría ser un obstáculo. 


En cuanto al presunto hacinamiento de electores -el señor Presidente se adelantó- es muy 
fácil de subsanar, ya que la norma nos habilita a que incluyamos hasta cuatrocientos electores. Pero en 
la medida en que nosotros, gracias a un Registro Especial, sepamos cuántos son, podremos 
establecer -porque la ley nos faculta, no nos dice “de cuatrocientos”, sino “hasta de cuatrocientos”- que 
en la serie BDA, por ejemplo, se habiliten hasta 350 electores, hasta que podamos absorber el número 
de personas dentro de esa serie y eso no genera ninguna dificultad en la estructuración. 


Hoy hablé sobre los plazos, quizás producto de la preocupación y el interés de que se 
solucione rápidamente. La objeción que podía hacer a los proyectos -muy respetuosamente- es que si 
se va a hacer para ahora, para el corto plazo, tenemos que dar plazos muy breves a la reglamentación. 
En cambio, por el contrario, si se está pensando en que eso empezaría a funcionar después del 2010, 
esa preocupación no existiría. Como soy un defensor de este tema -como la señora Presidenta sabe- 
partí de la base de que iba a querer hacerse ya, en este período, por lo que trataba de reducirlo al 
máximo. De manera que si es posterior al 2010, no corre lo que señalé, partiendo del supuesto de que 
era una medida urgente. 


Esto es cuanto quería precisar por ahora. 


SEÑOR ORLANDO.- Creo que los Ministros que hicieron uso de la palabra antes que yo han dado su 
posición sobre los dos proyectos. La mía, sin embargo, va a ser distinta. En estos temas me voy a 
ubicar en el día de la elección, en el momento en que se hace el escrutinio primario en la Mesa 
Receptora de Votos y en el momento en que se hace el escrutinio definitivo. Considero que el tema de 
los discapacitados motrices hay que resolverlo, pero sin que complique en absoluto las etapas en las 
que se desarrolla la elección. 


En la última elección nacional tuvimos alrededor de 30.000 votos observados y, en caso de 
que votáramos el proyecto de ley presentado por la señora Senadora Percovich, no tengo idea a qué 
cantidad podrían llegar los votos observados, pero creo que oscilarían entre los 60.000 o 70.000. 
Evidentemente, si bien la verificación del voto observado simple no es complicada, consta de dos 
etapas: la primera es verificar que ese ciudadano esté en el padrón, y la segunda es comprobar la 
vigencia de la inscripción cívica en el registro patronímico. Tenemos plazos perentorios y en la noche 
de la elección nacional con 80.000 votos observados sabemos, por sobre todas las cosas, que 
después de esos ocho días, en caso de que haya una segunda vuelta, tenemos entre veintiséis y 
veintisiete días para organizar una nueva elección. 


Me interesa mucho el tema de los discapacitados y deseo que se encuentre una solución, 
siempre y cuando se compadezca con el desarrollo normal de todas las etapas de la elección nacional. 
Es importantísimo este tema de los discapacitados motrices, pero más aún lo es la realización de la 
elección con la seguridad de las garantías y el tiempo con que lo venimos haciendo en todas estas 
últimas convocatorias. 


SEÑOR PENCO.- Por supuesto que compartimos lo que acaba de manifestar el Ministro Orlando pero, 
como todos sabemos, los votos observados, por lo pronto, no afectan el escrutinio primario, ya que esa 
noche no se escrutan, sino que simplemente se contabilizan. 


En cuanto a lo que señaló sobre esos 30.000 votos observados que hubo en la última 
elección, quiero decir que la inmensa mayoría fueron tales por no pertenecer al circuito y, tal como 
explicó muy bien el Ministro Rodríguez Santurio, se escrutan previa verificación informatizada de todas 
las operaciones previas al propio escrutinio, de manera tal que ya existen los procedimientos 
adecuados para que el número de votos observados que se presenta con esas características, no 
afecte los plazos perentorios con que cuenta el organismo electoral para dar los resultados. Cosa muy 
distinta ocurriría si el voto fuese observado por identidad, porque allí sí la verificación de la identidad 
del votante genera un tiempo considerable. 


SEÑOR GONZÁLEZ RISSOTTO.- El Ministro Orlando muy atinadamente citó ciertas cifras. 


Si nosotros pensamos que, como se sostiene, la media de discapacitados oscila en el 4%, 
estamos hablando de 100.000 personas; esto quiere decir que podemos pasar de 30.000 a 130.000. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Usted se refiere a discapacitados motrices? 


SEÑOR GONZÁLEZ RISSOTTO.- Sí, señora Presidenta; las sociedades de discapacitados hablan del 
orden del 10%, y nosotros hacemos un corte y nos venimos a menos de la mitad de lo que ellos 
sostienen. Estoy planteando una cifra muy conservadora, nada exagerada, porque las organizaciones 
de discapacitados -tal como manifesté- hablan del orden del 10% al 12%, pero nosotros optamos por 
una cifra que oscila entre un tercio y un 40%. Entonces, si fuera así, tendríamos 130.000 votos 
observados para ser atendidos -es cierto que informáticamente- resueltos y cotejados -es decir, 
comprobar que no hubiesen sufragado en otro lado- solamente en una semana, y esto generaría la 
misma situación que en el pasado tuvo el voto interdepartamental, que llegaron a ser 170.000 sobre un 
cuerpo electoral bastante menor. 


Estas son las dificultades que se podrían llegar a plantear con esta situación, que aun con 
métodos informáticos que hemos instaurado y que nos permiten rápidamente detectar que esa persona 
no votó nuevamente observado, después hay que verificar en las cuadernetas que no haya llegado a 
sufragar; de lo contrario, podemos encontrarnos con que una persona sufragó en su circuito de 
pertenencia y también lo hizo observado por cualquiera de las razones. En ese caso, el cotejo debería 
hacerse 130.000 veces, no sólo en Montevideo sino también en el interior. 


En consecuencia, creo que debemos ser muy cuidadosos con los tiempos, a la vez que 
reitero que las cifras que manejo son las más conservadoras puesto que las asociaciones hablan del 
10% al 12%. 


SEÑOR SALVO.- Creo que la solución para la distribución de los discapacitados motrices, ya sea entre 
los primeros circuitos de cada serie o entre las Comisiones Receptoras de Votos que funcionan en la 
planta baja de los distintos locales, pasa por un conocimiento estadístico que no tenemos. Es cierto lo 
que afirma el Ministro González Rissotto respecto al 4% pero, sin embargo, la información que 
recogimos hace unos minutos, nos decía que el 4% se ubica entre las personas de 30 a 49 años, en 
tanto que por encima de los 65 años el porcentaje sería del 24%. Estos son datos a confirmar. 


SEÑOR RODRÍGUEZ SANTURIO.- Los invito a leer la exposición de motivos del anteproyecto de ley 
redactado por la Corte Electoral cuando se consideró la actual Ley N* 17.113; allí se estableció muy 
claramente que uno de los objetivos que permitiría realizar una segunda elección en cuatro semanas - 
y, por lo tanto, terminar el escrutinio en ocho días, lo que parecía casi un imposible- pasaba por la 
reducción del número de votos observados, preferentemente aquellos observados por identidad. Si esa 
preocupación no la mantenemos, adelanto que, quizás, no podamos realizar el escrutinio en ocho días. 


Por otra parte, hay un aspecto que no figura en la ley y que, de todos modos, ha sido una 
costumbre de la Corte Electoral. Luego de las elecciones de 1999 y de 2004, la Corte Electoral procuró 
tener un resultado provisional al mediodía siguiente. En la propia exposición de motivos se dice que 
reduciendo la cantidad de votos observados es posible -aun en elecciones más o menos ajustadas 
entre el primero y el segundo- sostener que esos votos no interferirán en el resultado provisional. 
Lógicamente, si habláramos de 130.000 votos observados, por más que se diga que estadísticamente 


se ha comprobado que éstos siguen la tendencia, les puedo asegurar que se corre el riesgo de que el 
resultado provisional no se corresponda con el definitivo. En ese caso, se generaría una mayor 
incertidumbre en tanto habría un número de votos observados que, eventualmente, podría modificar el 
resultado de la elección. Incluso, llevaría toda una semana determinar quién es el primero y quién es el 
segundo. Es más; si hubiera una gran paridad entre el segundo y el tercero, no podríamos establecer 
rápidamente el otro participante de la elección presidencial. Quizás, esto no lo podamos saber hasta el 
último minuto de la última hora del octavo día, siempre y cuando los ocho días sean suficientes. 


SEÑOR GONZÁLEZ RISSOTTO.- Quiero agregar un elemento adicional que no es de ciencia ficción, 
sino que ocurrió en el país. En las elecciones de 1994, la diferencia entre el primero y el segundo fue 
de 20.000 votos, pero entre el segundo y el tercero, fue de 7.000 votos. Adviertan los señores 
Senadores la situación que podía haberse generado para determinar quién era el segundo que hubiera 
tenido que ir al balotaje, porque la diferencia entre el primero y el segundo, en el primer escrutinio era 
de 2.500 o de 3.000 votos y, después de finalizado, llegó a 7.000. Si se llega a plantear una diferencia 
de 2.000 votos entre el segundo y el tercero y hay 130.000 votos observados, sabremos quién es el 
primero, pero no quién es el segundo, porque habría un virtual empate. 


Reitero que esto no es ciencia ficción porque ocurrió en 1994 y todos sabemos lo parejo que 
fue el resultado. No me preocupa si el primero y el segundo están despejados porque ahí el tema ya 
está solucionado, pero el problema es si hay una cerrada competencia entre el segundo y el tercero ya 
que, en ese caso, no se podría determinar cuál de los dos pasaría eventualmente a enfrentar al que 
obtuvo mayor cantidad de sufragios en la primera vuelta. 


Quería citar este episodio histórico, porque creo que es bueno recordarlo en este momento. 


SEÑOR PENCO.- La primera precisión que deseo hacer es que, aun cuando en la última elección los 
votos observados fueron sólo 30.000, la Corte Electoral no pudo decir quién iba a ser el Presidente de 
la República cuando dio a conocer los resultados preliminares. 


La segunda precisión es que, por supuesto, cuantos más sean los votos observados, habrá 
más posibilidades de casos como los mencionados por el señor Ministro González Rissotto, pero 
también se pueden presentar con 30.000 votos observados. 


Finalmente, nosotros no queremos que haya votos observados -cuantos menos haya, 
seguramente trabajaremos mejor- pero si la ley otorga la facultad de votar fuera del circuito a las 
personas que tienen su credencial inscripta en zonas rurales porque hay un fundamento para ello -el 
hombre de campo, justamente, se mueve de un lado a otro en la zona y hay que darle esa facilidad- 
¿por qué no dársela también a quienes son discapacitados? 


SEÑOR RODRÍGUEZ SANTURIO.- La Corte Electoral no es ninguna consultora ni está integrada por 
politólogos, por lo que no debe hacer especulaciones; si un candidato no llega al 50%, la Corte 
Electoral no puede decir al otro día de la elección que hay un Presidente de la República. Esas 
especulaciones son, reitero, propias de los politólogos y de las empresas que se dedican a este tipo de 
cosas. El hecho de que la experiencia demuestre que, tradicionalmente, los votos observados siguen la 
misma tendencia de la votación general, es algo que algún día puede no ser así. 


En consecuencia, la Corte Electoral debe brindar los números precisos de que dispone y no 
puede incurrir en otro tipo de apreciaciones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la precisa y explícita información que nos han brindado, que 
consta en la versión taquigráfica y que será objeto de estudio por parte de la Comisión, que ahora 
deberá decidir sobre el tema. Se trata de dos proyectos de ley que se desarchivaron a principios de 
esta Legislatura, y veremos la oportunidad de aplicarlo para la próxima elección, o para las siguientes. 


(Se retiran de Sala los señores Ministros de la Corte Electoral) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


